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SEÑORA PRESIDENTE. (Cecilia Cairo).- La Comisión Especial de Población y 
Desarrollo tiene el gusto de recibir a la organización Mujer y Salud en el Uruguay, 
(MYSU), representada por su directora, la señora Lilián Abracinskas, por la señora Maré 
Guerrero y por el señor Pablo Alvarez. 


Nos solicitaron una entrevista que se dilató en el tiempo, ya que hubo 
complicaciones en las coordinaciones, pero por suerte esta reunión se pudo realizar. 


Les cuento que hay algunos diputados que tienen el tiempo contado. Prefiero 
avisarles antes, para que organicen su exposición, porque necesitamos un quórum 
especial para sesionar. 


SEÑORA ABRACINSKAS (Lilián).- Muchas gracias por habernos recibido. 


Entendemos que el aporte que venimos a hacer a la Comisión es de obligación, 
porque es el resultado de un estudio de relevamiento que hicimos en esta Casa, a 
diputadas y a diputados. Era éticamente obligatorio venir a hacer la devolución de los 
resultados aquí mismo. 


Este es un estudio que hemos hecho desde MYSU, que es una organización que 
promueve y defiende la salud y los derechos sexuales y reproductivos. Particularmente, 
desde 1994 venimos siguiendo la agenda de población y desarrollo por ser una de las 
dimensiones que entendemos que son cruciales para nuestro país. 


En la conferencia de El Cairo, en 1994 se cambia un paradigma que hace que 
Uruguay no quede exento de la discusión en los países sobre políticas de población. 
Hasta ese entones parecíamos exonerados, porque teníamos una cantidad de población 
y una transición demográfica muy temprana en relación al resto de la región, pero con el 
cambio de paradigma en El Cairo, todo país que quiera desarrollarse tiene que asumir 
que no hay desarrollo posible sin el respeto pleno a los derechos humanos de las 
personas. Ese tiene que ser el cometido último, final y principal de cualquier política 
económica que busque el desarrollo de un país y no dejar a nadie atrás. Además, va 
evolucionando en este sentido para que toda política de población realmente entienda 
que deben ser particularmente priorizados aquellos sectores de la población eternamente 
más vulnerados. 


En ese sentido, el Consenso de Montevideo tiene, además, un valor muy particular 
para nuestro país, dado que se adopta en la primera conferencia regional de población y 
desarrollo, que se lleva a cabo en 2013 y nuestro país fue la sede. No fue la sede por 
casualidad. Fue la sede, porque en los últimos años Uruguay ha avanzado 
sustantivamente en la legislación y en las normas y en las políticas públicas que 
realmente den condiciones para el ejercicio sin discriminaciones de todos los derechos 
humanos, también aquellos que tienen que ver con la autonomía reproductiva, el ejercicio 
de la sexualidad y la definición de las distintas formas de familia y organizaciones 
familiares. 


Por eso, nos permitimos compartir este espacio que tendremos, ahora con la 
presentación de los resultados de este monitoreo que hemos hecho, a cargo de Pablo 
Alvarez, que es parte del equipo del Observatorio de MYSU, para luego al final ver de 
intercambiar algunas sugerencias y propuestas que tenemos en relación a los resultados 
encontrados. 


SEÑOR ÁLVAREZ (Pablo).- Buenas tardes. Quiero agradecerles a todas y todos su 
presencia. Sé que han tenido una jornada laboriosa, así que intentaremos ser veloces en 
la presentación. 


(Se realiza una presentación) 


———Como bien decía Lilián, esta es una investigación que realizamos. En principio, 
estaba planificado llegar a analizar al Parlamento y al Poder Ejecutivo. Estamos en la 
etapa del Parlamento y esto es lo que venimos a presentar. 


Queríamos evaluar cuánto conocían los legisladores y las legisladoras de Uruguay 
el Consenso de Montevideo. Teníamos una leve noción, pero queríamos, en principio, 
indagar. Eso se podría relevar con una pregunta: "¿Conoce usted, sí o no, el Consenso 
de Montevideo?". El esfuerzo nos permitía analizar otras cosas, vinculadas al Consenso 
de Montevideo. Por ejemplo, qué grado de acuerdo existía a nivel Parlamentario con 
respecto a las medidas prioritarias y propuestas que él realiza. 


Por un lado, queríamos hacer dos consultas con respecto a dos puntos que plantea 
el Consenso de Montevideo que, por su forma y característica tiene que tratar el tema de 
la laicidad, y por eso la relación entre la religión y la política. Por otro lado, no deja de ser 
un acuerdo que el país firma y, como sabemos que muchas veces está en discusión cuál 
es el alcance que los acuerdos nacionales e internacionales tienen sobre las políticas 
nacionales, nos parecía relevante también poder evaluar la opinión de los legisladores. 


Uno de los temas que nos motivó fue que la sociedad civil participaba de un 
mecanismo de seguimiento, en este caso, de la Comisión Sectorial de Población y 
Desarrollo que funcionaba en la órbita de la OPP, que era el nodo focal de seguimiento 
del Consenso de Montevideo. Entre otras cosas, el cambio de gobierno supuso también 
una modificación en el funcionamiento de la Comisión Sectorial de Población y Desarrollo 
y, por eso, nos parecía importante comenzar a mirar qué era lo que pasaba en el 
Parlamento. Hasta ahora, el privilegio del relacionamiento con los gobiernos en esta 
agenda estaba en el Poder Ejecutivo y no en el Parlamento. Dada esta situación, nos 
parecía importante comenzar a ver qué pasaba en el Parlamento. Y como la labor 
principal de MYSU está orientada a la incidencia, nos parece que la información que se 
genere luego habrá que devolverla y ver para qué nos puede servir de acuerdo a los 
objetivos que tenemos. 


La metodología que se utilizó fue la de seleccionar a todos los legisladores y las 
legisladoras que participan de las comisiones que entendíamos están más vinculadas a la 
temática del Consenso de Montevideo. Es decir, las que tratan derechos humanos, 
educación, salud, población y desarrollo, tanto del Senado como de Diputados. Como 
varían sus nombres en cada Cámara, las mencionamos por sus temáticas. Eso implicó a 
unos cincuenta y tres legisladores y legisladoras. No logramos obtener entrevistas con 
todos. Suponemos que se debió a que el proceso de realización de las entrevistas 
coincidió, en buena medida, con la discusión y posterior votación del referéndum. Por lo 
tanto, los legisladores y las legisladoras tenían, en general, una actividad política intensa. 
Además, esto hay que decirlo desde el punto de vista metodológico- como queríamos 
evaluar el conocimiento del Consenso de Montevideo no podíamos decirles que les 
íbamos a preguntar sobre dicho Consenso. Porque hubiera alcanzado con que hicieran 
una búsqueda en Google para que nos dieran una respuesta, pero no era lo que nosotros 
queríamos. Y cuando uno es claro a la hora de presentar una solicitud de entrevista, esto 
podría incidir, entre otras cosas, en que la entrevista no se pueda consumar. Conocíamos 
esas debilidades. No obstante, obtuvimos las respuestas de veintiún legisladores y 
legisladoras que conforman el 40 % de los que previamente habíamos seleccionado. No 
es una muestra aleatoria; no es una muestra estadísticamente representativa, pero 
entendemos que es una muestra cualitativamente calificada por el tipo de selección que 
hicimos a nivel de los legisladores. 
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Lilián ya explicó qué es el Consenso de Montevideo. No los quiero aburrir con eso, 
pero para nosotros es importante decir que es una de las agendas regionales más 
progresistas en materia de derechos y en una mirada integrada de los derechos humanos 
en general. Además, para nosotros, tiene eso de que efectivamente fue votado en 
Uruguay en el año 2013 y, por lo tanto, este acuerdo compromete a nuestro país de una 
manera particular. 


Entre los principios generales están la universalidad, la igualdad y la transversalidad 
en materia de los derechos. Reafirma, en sus principios generales, la laicidad del Estado 
y también plantea que no es posible analizar los temas de población y desarrollo 
desvinculados de las realidades sociales, económicas y ambientales. La mirada integral 
es un elemento importante de esta agenda. 


Se le reconoce como un acuerdo relevante y pertinente por la amplitud y la riqueza 
de las propuestas que realiza. No es un acuerdo que plantee metas cuantitativas ni 
temporales. Muchas veces, las metas exigen de forma tal a los gobiernos que no las 
pueden cumplir. Este no tiene esa exigencia, por lo que garantiza una mayor soberanía 
en el diseño y la ejecución de las políticas nacionales. Nos parece que eso también es 
importante. 


No me voy a referir a los capítulos del Consenso. Los pueden leer posteriormente. 
Voy a hablar del perfil de los entrevistados para que vean que no responde a la 
composición del Parlamento. 


Lo primero a destacar es que, entre los que respondieron a las entrevistas, había 
mayor cantidad de mujeres que de varones. Eso no refleja la integración de nuestro 
Parlamento, desafortunadamente. 


Con respecto a la integración de los partidos también hay un sesgo. Hay mayor 
cantidad de legisladores y legisladoras pertenecientes a la oposición que al oficialismo. 
Esto tampoco refleja la integración del Parlamento. 


En cuanto al nivel educativo obtuvimos un dato que nos parece importante. El nivel 
de escolarización de los parlamentarios que respondieron es relativamente alto. La gran 
mayoría se encuentra a nivel de educación terciaria. 


La mitad de los que respondieron integran esta Comisión. Esto es algo que nos 
parecía posible que sucediera por la sensibilidad y el conocimiento del tema. 


Por último, tenemos la composición por edad. Si bien no se parece mucho al 
Parlamento, tampoco se distancia tanto. 


En el informe final, que luego les enviaremos, estos datos se cruzan con las 
variables, y por eso los presentamos. 


Paso a referirme a los resultados. 


Primera parte: el Consenso es desconocido en nuestro Parlamento. Solo el 10 % de 
los entrevistados lo conocen y tienen -como ya dijimos- un particular interés, por lo 
menos, en su responsabilidad legislativa, con esta agenda. No es que haya ningún tipo 
de prejuicio, pero no son comisiones con una temática desvinculada a la agenda. Sin 
embargo, un 72 % lo desconoce. 


La pregunta era entre mucho, poco, bastante y nada. Entre poco y nada, muchas 
veces, linda la posición de la persona que da respuesta. Entonces, podemos decir que el 
Consenso de Montevideo es desconocido. 


Tenemos dos sesgos que vamos a ir viendo a lo largo de la presentación. Integrar la 
Comisión Especial de Población y Desarrollo habilita a considerar que hay más 
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probabilidades de que la conozcan, y si son mujeres también hay más probabilidades de 
que conozcan esta agenda. Lo mismo sucede con la pertenencia partidaria. Quienes 
conocen la agenda integran la oposición. Esto también muestra sesgo. Entendemos que 
esto puede tener una explicación y es la siguiente. Esta agenda tenía un privilegio en el 
Poder Ejecutivo. Muchos de quienes hoy están en el Parlamento, en los años previos 
integraban organismos del Poder Ejecutivo vinculados a esta agenda y, por lo tanto, es 
probable que arrastren en su trayectoria política un conocimiento de la agenda. Nos 
parece la mejor variable explicativa, más que una sensibilidad diferenciada. 


Ahora me voy a referir a las preguntas que intentamos formular. Por un lado, qué 
opinión tenían con respecto a los acuerdos y, por otro lado, su opinión respecto a la 
laicidad medida en relación con el Consenso de Montevideo. 


Los y las que fueron entrevistados recordarán que lo primero que les preguntamos 
fue cuán de acuerdo estaban con la firma de acuerdos regionales por parte de los 
Estados, que comprometan a cumplir políticas u objetivos. La gran mayoría -un 95 %- 
está muy de acuerdo o algo de acuerdo. A primera vista, parece positivo y razonable. 


La segunda pregunta era cuán de acuerdo estaban con que todos los acuerdos que 
firma el gobierno deban tener trámite legislativo. Acá se toca un poco el orgullo del Poder 
parlamentario, y las respuestas ya se distribuyen de forma distinta. El 50 % dijo que está 
muy de acuerdo, pero el otro 50% se distribuyó entre algo de acuerdo y algo en 
desacuerdo, incluso, alguien estaba muy en desacuerdo. Tiene sentido porque le 
estamos preguntando al Parlamento. 


Por último, preguntamos si los acuerdos firmados por los gobiernos sin trámite 
parlamentario carecen de exigibilidad. 


Acá nos encontramos con que el 29% de los parlamentarios respondieron que 
están de acuerdo con esto, es decir que si no pasa por el Parlamento entienden que no 
tiene exigibilidad. 


Nos parece que es un dato importante a trabajar porque los países firman muchos 
tipos de acuerdos; algunos tienen trámites parlamentarios y otros no. Por ejemplo, el 
Consenso de Montevideo no tiene trámite parlamentario por el tipo de acuerdo que es. No 
es lo mismo la firma de un convenio de la OIT; obviamente, nuestra normativa indica que 
necesita pasar por acá. 


Me parece que este es un elemento a trabajar, y nosotros lo queremos vinculado en 
buena medida con la discusión de la pérdida o no de soberanía a nivel nacional cuando el 
país firma con otros compromisos. A nosotros este tema nos parece relevante. 


Luego, hicimos otra pregunta vinculada con la laicidad, sin entrar a definirla 
conceptualmente porque es una discusión muy importante. Lo primero que preguntamos 
es si los Estados deben garantizar la más absoluta separación entre los asuntos públicos 
y religiosos. Y notamos que la gran mayoría está de acuerdo. También hay que 
considerar que es una frase muy genérica, ¿no? Pero desde esa perspectiva se está muy 
de acuerdo. Hay una diferencia en la respuesta según se exprese o no una profesión de 
fe que no es tan importante. 


La segunda pregunta es si las normas religiosas son fundamentales para el 
funcionamiento de la sociedad y si deberían ser específicamente consideradas en la labor 
legislativa. Aquí la respuesta es un poco más específica, y se debería atender. 


En este sentido, vemos que empieza a disminuir el nivel de separación. Si bien 
sigue siendo muy importante el desacuerdo con que se tenga que considerar en forma 
específica, se distribuye -si bien en el desacuerdo- de manera menor a la anterior. 
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La tercera pregunta que se les hizo fue si en caso de que estas leyes contradigan 
normas religiosas disminuye la exigencia en el cumplimiento de la ley para quien profese 
esa religión, que sería el impacto directo del cumplimiento de una norma. Acá llama la 
atención -nuevamente sigue bajando el nivel de desacuerdo con la separación- que un 
10% parecería estar de acuerdo. Entendemos que por la cantidad de legisladores 
entrevistados es un número bajo, pero llama la atención la respuesta de que alguien 
pueda considerar que, a pesar de ser una ley votada por el Poder Legislativo, si 
contraviene algún tipo de norma religiosa, eso debería disminuir la exigibilidad para quien 
profese la religión. 


Me parece que es un tema interesantísimo para discutir desde el punto de vista 
político. 


Finalmente, se les pregunta a los legisladores qué opinan sobre las medidas 
prioritarias, es decir, sobre las propuestas que hace el Consenso de Montevideo con 
respecto a los objetivos a lograr. 


Se trata de ciento ocho medidas -no se asusten que no las vamos a pasar todas; 
seleccionamos algunas que nos parecen relevantes por sus respuestas- que nos van a 
demostrar -como diremos al final- que si bien el Consenso de Montevideo es 
desconocido, también es bastante consensuado. 


Cuando les preguntamos a los y las legisladoras qué opinan de las Medidas 
Prioritarias que plantea el Consenso de Montevideo, en general han tenido un amplio 
acuerdo, lo cual para nosotros también es sumamente positivo. 


Un 81 % está muy de acuerdo con la medida que plantea la posibilidad de generar 
servicios de aborto seguro. Para nosotros este es un dato positivo, no solamente por lo 
que MYSU trabaja en esta temática, sino porque va a acorde a lo que plantea el 
Consenso de Montevideo. No hay respuestas que estén muy en desacuerdo. Hay 
algunos sesgos en la respuesta con respecto al bloque político de pertenencia de los 
entrevistados y también al sexo de los legisladores. La totalidad de las mujeres dicen 
estar de acuerdo y muy de acuerdo con esta propuesta. Sin embargo, los varones tienen 
un nivel de respuesta más desagregado. 


La segunda Medida Prioritaria que estamos presentando es la propuesta de 
implementar o fortalecer -en caso de que existan- mecanismos de rendición de cuentas y 
de presupuestos sensibles al género. Aquí nuevamente volvemos a ver que hay un alto 
nivel de aprobación. Un 5% expresa estar muy en desacuerdo con respecto a esta 
temática. Nuevamente vemos un sesgo de género. Las mujeres en su totalidad, 
independientemente del partido al que pertenezcan, entienden que esta es una medida 
con la cual tienen mucho acuerdo. A nivel de los partidos, en el bloque del oficialismo 
existe mayor diversidad de respuestas con respecto a este tema. 


Otra medida es la promoción de la paridad. Aquí el consenso disminuye. Esta es la 
medida que tiene menor cantidad de acuerdo de la totalidad de las Medidas Prioritarias 
planteadas y consultadas. Este sigue siendo un tema que genera acuerdo, pero el 
consenso está bastante más lejos que el de otros temas que, quizás, socialmente 
parecen más complicados en el debate público. Aquí vemos que el sesgo sigue 
existiendo, pero entre las mujeres hay quienes entienden que no están muy de acuerdo 
aunque están algo de acuerdo. Las expresiones de los varones que están muy acuerdo 
son minoritarias, y a nivel de los partidos tampoco son unánimes las posiciones. Esta es 
la Medida Prioritaria que tiene menor cantidad de acuerdo de todas las consultadas. 


La siguiente pregunta es rara para Uruguay, pero la queríamos hacer porque el 
Consenso de Montevideo piensa en toda la región y se propone el respeto y la garantía 
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de los derechos territoriales de los pueblos indígenas. Uno diría que en Uruguay esta 
pregunta no parece tener sentido, pero igual la creemos relevante. Si bien presumíamos 
que las respuestas podían ser poco comprometidas porque no es un problema que tenga 
el Uruguay ni los legisladores ni legisladoras, no fue un acuerdo fácil. En general hay 
acuerdo, pero hay quienes entienden que en algo están en desacuerdo. Y esto también 
puede suponer cosas importantes porque tiene que ver con la soberanía territorial. 
Alguien puede plantearse que aunque el problema no existe hoy es posible y, por tanto, 
es importante tener opinión sobre el tema. Creo que abre una ventana de oportunidad 
para un debate que el Uruguay hoy no tiene, pero que podría ser relevante a futuro. 


La siguiente pregunta es el summum. Todos estuvieron de acuerdo. Es algo que 
parece menor, pero que hoy sea totalmente consensuada una perspectiva interseccional 
para tratar las dimensiones de la desigualdad a nosotros nos alegra mucho. Por suerte 
nos da ese punto verde en la pantalla que parece decir poco, pero que en realidad dice 
mucho. Hoy los parlamentarios y parlamentarias que han sido entrevistados en su 
totalidad entienden que hay que abordar los temas desde una perspectiva y una mirada 
integral e interseccional, y esto nos parece que también es importante. 


La anteúltima pregunta refiere a generar mecanismos regionales y nacionales para 
el monitoreo y rendición de cuentas. Nuevamente es una medida que tiene amplio 
acuerdo, pero que también expresa algunos niveles de desacuerdo. En este caso no 
parece haber sesgo de género. Faltan respuestas a nivel de las mujeres y del oficialismo 
porque hubo legisladoras que no respondieron esta pregunta. Por eso el total es menor. 


Con respecto a garantizar la participación efectiva de la sociedad civil, que es algo 
que mencionábamos al principio, un 84 % expresan estar muy de acuerdo, aunque 
también existen algunos niveles de desacuerdo. Para nosotros este es un elemento 
central y, entre otras cosas, motivó la realización de esta investigación. 


Respecto a la media, las preguntas iban entre si estaban muy en desacuerdo o muy 
de acuerdo; lo que hicimos para poder operacionalizar las variables fue darles un valor 
del 1 al 4. Lo que tenemos son respuestas obviamente altísimas; por eso decimos que es 
tan desconocido como consensuado. La media total de las respuestas es de 3,84, es 
decir que del 1 al 4 la mayoría de las legisladoras y legisladores expresaron un amplio 
acuerdo en todas las Medidas Prioritarias; no en estas que presentamos, sino en la 
totalidad que realizamos. Pero hay un sesgo por género, o sea, las mujeres están más de 
acuerdo con la agenda que plantea el Consenso de Montevideo. Con respecto al bloque 
político, quienes integran la oposición política en el Parlamento también dicen estar más 
de acuerdo que quienes integran el bloque de partidos de la coalición oficialista a nivel 
político. Son sesgos que han aparecido en todas las respuestas y nos daban pie para 
algunos comentarios y conclusiones. 


Como decíamos, el Consenso de Montevideo es desconocido, solo 9,5 % de los 
legisladores dijo conocerlo mucho. No los quisimos abrumar con presentaciones, pero 
preguntamos sobre las temáticas por las cuales conocían el Consenso de Montevideo; 
hay ciento ocho medidas; las temáticas son amplias; son once capítulos: aborto, infancia, 
ambiente, igualdad de género; estos eran los temas que aparecían como elementos 
principales. Los legisladores ampliamente apoyan las medidas y existen diferencias, 
como mencionábamos recién. 


Comentarios. 


Nos parece que era importante, efectivamente, la realización de esta investigación 
para dar a conocer a nivel parlamentario, no solamente el Consenso de Montevideo, sino 
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también qué opinión tienen los legisladores. A nosotros el nivel de acuerdo nos 
sorprendió gratamente, lo cual entendemos que es sumamente positivo. 


Creemos que los parlamentos y el Parlamento uruguayo, dadas estas respuestas, 
es un aliado importantísimo para esta agenda. 


En general, como decíamos al principio, los parlamentos no han sido socios 
privilegiados de esta agenda. Como quienes aplican estas políticas son los ejecutivos, en 
las instancias regionales, en general, se ve la presencia de integrantes de los ejecutivos, 
y los parlamentarios casi siempre participaban de mecanismos paralelos a la realización 
de los eventos. 


Me parece que estos datos nos muestran que se puede impulsar la presencia 
parlamentaria y que, además, de alguna manera, genera más estabilidad, porque en 
última instancia los parlamentarios cambian menos que los gobiernos. Aunque la cantidad 
de parlamentarios de un partido u otro puedan cambiar, existe una estabilidad a nivel de 
la integración de los parlamentos que a lo largo del tiempo es un poco más estable que 
los elencos de gobierno del punto de vista partidista. Por lo tanto, es mejor tener aliados 
que van a sobrevivir a lo largo del tiempo, que aliados que van a subir o bajar. Con estos 
resultados, además de plantearle al Parlamento... Y este es uno de los elementos, una 
forma de poner en conocimiento, es fácil, dejar de desconocer el consenso es un trabajo 
fácil, digamos, no basta con divulgarlo, pero, transformarlo en un socio activo de esta 
agenda nos parece que es relevante.Los legisladores y legisladoras pueden acceder a los 
informes, tanto regionales como nacionales en el seguimiento de la agenda y estos son 
instrumentos que se pueden linkear. 


El año que viene se cumplen diez años de esta agenda. En general, los números 
redondos suelen ser útiles para llevar adelante actividades especiales. Nos parece que es 
un buen momento, quizás el año 2023 para impulsar, ya no solo a nivel parlamentario que 
es parte de esta investigación, sino también a nivel más amplio, una agenda que tiene un 
gran acuerdo a nivel de los parlamentos. Suponemos que no debería tener mayor 
dificultad para su promoción. 


SEÑORA ABRACINSKAS (Lilián).- Para cerrar, quiero decir que esta conferencia 
se reunió en junio en Santiago de Chile. Allí estuvo la diputada Cristina Lustemberg, la 
senadora Gloria Rodríguez y también quiero decir que fuimos muchas organizaciones de 
sociedad civil y que, por primera vez, no fuimos aceptadas a integrar la delegación oficial. 
Esto nos parece que es un signo de debilidad, que habría que subsanar. ¿Por qué? 
Porque somos históricas en el seguimiento de esta agenda, hemos integrado 
delegaciones oficiales desde 1999 y sin interrupción desde 2013, que se aprobó esta 
agenda. Por lo tanto, nos parece algo que debería ser subsanado porque entendemos al 
Estado no solo como su gobierno y sus instituciones, sino fundamentalmente sobre su 
gente, y Uruguay tiene una larga tradición de organizaciones sociales vinculadas al 
seguimiento de los compromisos asumidos por el país. 


Quiero resaltar la resolución que se obtuvo en la Cuarta Reunión de la Conferencia 
Regional, en junio, en Chile. Una de las de las cuestiones que se reafirmó es que el 
Consenso de Montevideo debió haber sido un instrumento sustantivo durante la 
pandemia. Sin embargo, muchos de los países no dieron cuenta del Consenso de 
Montevideo ni lo utilizaron como herramienta. Por eso, nos parece muy importante, hoy a 
la luz de los resultados de este mapeo, que el que no se conozca el Consenso es 
fácilmente subsanable: está disponible, están los informes, la página de Cepal tiene la 
actualización de datos, así que conocer el Consenso es muy fácil. 
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Lo que sí no da un escenario muy positivo es que, aunque no lo conocían, muchos 
legisladores estuvieron de acuerdo con las medidas que contiene, con lo cual también da 
un escenario de posibilidades de trabajar. Y ¿por qué es importante? 


Consideramos que es importante, entre otras cosas, porque este Parlamento y esta 
Legislatura están abordando temas que deberían ser analizados y armonizados a la luz 
de estos acuerdos de derechos humanos. 


Uno de ellos es el descenso de fecundidad en el país. Se ha planteado como una 
señal de alerta y de alarma; sin embargo, desde las organizaciones lo entendemos como 
un signo muy positivo. 


En Uruguay se reproducía el tercio más pobre y, también, se había medido que las 
mujeres menos educadas y más pobres tenían más hijos que los que querían tener. Por 
lo tanto, están llegando a la población menos educada métodos de prevención y 
regulación de la fecundidad, que teníamos mujeres de otros sectores y que hoy también 
acceden las mujeres de más bajos recursos 


Por lo tanto, esto es muy buen síntoma de que no debería retrocederse cuando se 
habla de qué hay que hacer para equilibrar población activa en relación a población 
pasiva para asegurar el sistema de Seguridad Social. 


Advertimos que cualquier política que quiera incentivar cómo controlar la natalidad 
en un país, en el mundo ha demostrado ser violatoria de los derechos humanos. ¿Por 
qué? Porque fundamentalmente, se convierte en un recurso para mujeres pobres, que no 
desarrollan otros proyectos de vida porque no hay políticas para ellas que les permitan 
ejercer otros proyectos de vida, además de este destino que muchas veces las determina 
como ineludible de ser madres. 


Por este motivo, nos parece que estos dos debates, por ejemplo, deberían estar 
discutidos con las herramientas y los marcos normativos que establece el Consenso de 
Montevideo, justamente, como una herramienta para armonizar. Lo mismo que las 
igualdades de condiciones para el ejercicio de derechos. Tenemos sectores de la 
población como niños, niñas y adolescentes que se han visto particularmente afectados 
por la pandemia. Ni qué hablar de la profundización de la brecha de género luego de la 
pandemia, cuando hemos retrocedido veinticinco casilleros en participación laboral de 
mujeres en el mercado regulado y no en el mercado irregular. 


Entonces, en el próximo año, ya que el país tiene que informar y que va a participar 
de la década del Consenso de Montevideo, nuestra propuesta es -con toda humildad- 
realmente plantearnos hacer un trabajo articulado y organizado entre Parlamento y 
sociedad civil para poder legislar y controlar legislación y política de acuerdos a esta 
perspectiva de derechos sexuales, derechos reproductivos y derechos humanos. 


Muchas gracias. 


SEÑORA REPRESENTANTE LUSTEMBERG (Cristina).- Muchas gracias a la 
delegación de MYSU, Lilián, Maré y Pablo. 


Yo creo que hoy es muy importante hacernos la devolución de este trabajo, pero 
más importante es que, después, los parlamentarios que integramos esta Comisión, por 
la implicancia que tiene con cada una de las ciento ocho Medidas Prioritarias que 
conforman las medidas a implementar por parte del Consenso de Montevideo, con los 
objetivos prioritarios, a diez años -como tú decías Lilián-, podamos comprometernos, el 
año que viene, desde el Parlamento en conjunto con la sociedad civil y, también 
comprometiendo al Poder Ejecutivo; no nos olvidemos que eso fue una debilidad en la 
cual podemos trabajar con el director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
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porque vamos a tener un encuentro con él sobre el funcionamiento de la Comisión 
Sectorial de Población y la no participación de la sociedad civil. Pero más allá de eso, 
conocemos perfectamente el inicio de esa primera Comisión de Población y Desarrollo, 
que dio lugar al consenso; los temas que toca, explícitamente, tienen que ver con temas 
vinculados al ejercicio de esta Comisión. Por supuesto, el acuerdo es también con 
Derechos Humanos y todos los integrantes que ustedes entrevistaron. Por eso, la idea 
sería invitar a todo el Parlamento uruguayo a hacer una jornada vinculada a los diez años 
de la implementación del Consenso de Montevideo. 


Me tocó hacer la transición, siendo subsecretaria del Ministerio de Salud Pública, en 
la segunda instancia, cuando Uruguay dejó de presidirla, en México. Ahí hubo una 
transición interesante y desafiante, donde se puso en conocimiento lo que fue el 
funcionamiento de la guía operacional; corrijanme si me equivoco en los términos. 


Desde MYSU siempre se hizo un gran seguimiento a todo lo que tiene que ver con 
el objetivo del Observatorio Nacional en Género y Salud Sexual y Reproductiva, como un 
elemento clave. 


Creo que hoy hay información disponible como para que a los diez años de la 
implementación del consenso todos los parlamentarios y la sociedad en conjunto sepan si 
hemos avanzado o no. 


Resumiendo, creo que sería una buena cosa que el año que viene, desde esta 
Comisión -si logramos acuerdo y consenso entre nosotros- planteemos hacer actividades 
en el Parlamento vinculadas a este tema. También podemos trabajar acerca de la no 
participación de la sociedad civil en la Comisión Sectorial de Población; nos 
comprometemos, por lo menos, a conversar con la dirección de la OPP en cuanto a ese 
rol que siempre nos ha parecido sustantivo de la sociedad civil. 


Además, si hacemos la síntesis de lo que ha sucedido en la pandemia, en la que se 
acentuaron los problemas en el acceso a la salud sexual y reproductiva y otras 
vulnerabilidades en cada uno de los ejes que atraviesa y define la prioridad que tiene el 
Consenso, creo que esta es una agenda a la que el Parlamento tiene la responsabilidad 
de dar seguimiento. 


Les agradecemos la presentación. Si la presidenta y los demás integrantes de la 
Comisión están de acuerdo, trabajaremos en estos temas hacia adelante. 


SEÑORA REPRESENTANTE OLIVERA PESSANO (Ana María).- Yo fui de las que 
opinó que esto debía tener pasaje por el Parlamento. ¿Por qué opino esto? Tiene que ver 
con una discusión que tuvimos hoy temprano, vinculada con la ley de primera infancia, 
infancia y adolescencia; entiendo que eso, más allá del Consenso, obliga de otra manera. 
Además, implica, como la construcción de cualquier política pública, la participación de la 
sociedad civil en todas las consultas que se realizan. Desde ese punto de vista, me 
parecía sustantivo. 


Además de todo eso, quiero decir que nosotros tenemos un problema con las leyes 
que vamos aprobando en cuanto a su conocimiento por parte de la población que, 
básicamente, se transforma en desconocimiento de derechos. En el período pasado, 
desde el Consejo Nacional Consultivo Honorario de los derechos del Niño y del 
Adolescente, por ejemplo, se realizó una tarea con la Escuela de Gobierno de este 
Parlamento porque, en realidad, a la hora de legislar, el Código de la Niñez y la 
Adolescencia era, básicamente, desconocido por una buena parte de los legisladores. 
Los legisladores no tenemos por qué ser especialistas en todos los temas, pero sí 
nuestros equipos debían conocer los temas que allí estaban incluidos, hasta para cuando 
se planteaba modificarlos. Cada uno de esos artículos, en este caso de la Convención, 
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tuvo una historia muy larga, de mucho debate, hasta que se votó en el año 2004; lo digo 
para hablar de una ley a la que hemos hecho mención varias veces, que se modificó 
cuando se modificó el Código del Proceso Penal, que se modificó antes, al final del 
período pasado, con otros temas y que este año también tuvo otras modificaciones con la 
incorporación de nuevos temas. Y es una ley. Lo mismo pasa con los temas de género. 
Cuando legislamos, necesitamos hacerlo con perspectiva de género, y para eso es 
importante el conocimiento. 


Digo esto, por si puede servir de algo, vinculado con estos temas de la Escuela de 
Gobierno y la formación de nuestros equipos en el Parlamento. 


Más allá de la opinión que cada uno tenga sobre el tema, el otro día discutimos la 
ley de eutanasia, y hay una ley previa que refiere a la voluntad anticipada. El Sindicato 
Médico hizo un estudio que dio cuenta de que solo el 22 % de la población conoce que 
puede negarse a recibir tratamiento en etapa terminal; pero más grave es que solo el 
34 % de los médicos lo conoce. 


Este es un problema que tenemos con la legislación, es decir, cómo aquello que 
realmente promueve derechos es conocido a la hora de legislar y a la hora de 
efectivizarse por parte de quienes tienen la obligación de hacerlo. 


Por lo tanto, abogo por que se promueva el conocimiento del Consenso de 
Montevideo a nivel de nuestra Escuela de Gobierno y de la Comisión de Género. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tomamos en cuenta los aportes de las compañeras y de 
los legisladores presentes y los discutiremos; como ustedes saben, no lo hacemos 
adelante de las delegaciones. 


Me parece que sería bueno hacer un seminario y charlar de cosas que nos importan 
a todos y que atraviesan a todas las fuerzas políticas; lo conversaremos, lo que nos dará 
la posibilidad de estar al tanto también nosotros mismos de todo lo que eso significa. 


Les agradecemos, de verdad, su comparecencia; los datos aportados han sido muy 
interesantes. 


Se levanta la reunión. 


